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CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES DEL TRABAJO - 
SALA V

Expte. Nº  CNT 23396/2011/CA1

SENTENCIA DEFINITIVA   82125

AUTOS: “RUIZ, Paola Lorena c/ RIVAS, Carlos Alberto y otro s/ Despido” (JUZG. Nº 

79).

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, capital federal de la República Argentina, a 

los 16 días del mes de octubre de 2018 se reúnen los señores jueces de la Sala V, para 

dictar la sentencia en esta causa, quienes se expiden en el orden de votación que fue 

sorteado oportunamente;  y  EL DOCTOR ENRIQUE NESTOR ARIAS GIBERT 

dijo:

Contra la sentencia de grado que hizo lugar a la demanda en términos de la  

acción civil entablada,  se agravia la ART por la condena solidaria en términos de la 

acción civil. Por la regulación de sus honorarios lo hacen los peritos médico y contador. 

En estos términos, la ART sostiene que el accidente denunciado por la actora 

tuvo recepción por parte de la ART y fue rechazado el mismo por considerarse una 

enfermedad inculpable. Asimismo sostiene que la patología lumbar –hernia de disco- es 

una enfermedad de proceso degenerativo y que la afección a nivel psicológico puede ser 

indemnizable  cuando  es  consecuencia  de  un  accidente  o  enfermedad  profesional, 

circunstancia que no se da en el presente caso. Por otro lado sostiene que no puede 

atribuirse responsabilidad civil a la ART por supuestos incumplimientos en tareas de 

prevención y que al momento de la denuncia del accidente -27/7/2010- no conocía que 

la actora realizara tareas ajenas a su puesto de vendedora o cajera. 

En primer lugar, es de destacar que la denuncia de un accidente de trabajo 

ante la ART es un acto jurídico, y en tal sentido, su función es producir efectos jurídicos. 

Así, no sólo se afirma la existencia de un accidente de trabajo dentro del establecimiento 

de la parte que, luego, pretende desconocer los efectos de ese acto, sino que la condición 

de  la  denuncia  a  la  que  hace  mención el  artículo  31.2  c)  LRT es  la  existencia  del  

accidente de trabajo. 

De  todas  formas,  conforme  los  lineamientos  del  escrito  inaugural,  la 

imputación al desencadenamiento de la dolencia sufrida además del suceso específico 

generado en el movimiento de un lavarropas en julio de 2010, es la mecánica de tareas 

de esfuerzo realizadas por la trabajadora que en momento determinado generó el daño 

por el que se reclama. De hecho a fs. 6vta. sostiene que la hernia discal producida en L4 

L5 y L5 S1 se originó en octubre de 2007 donde la diagnosticaron y que a pesar de haber 

informado  a  la  empleadora  continuó  realizando  tareas  de  esfuerzo  y  ello  tuvo 

repercusión directa en el reagravamiento de su enfermedad.  Este tipo de movimientos 
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también fue informado por testigos que declararon en la causa y por el perito médico 

designado en autos, en base a la clínica y los estudios médicos realizados. 

Si bien el apelante intenta eximirse de responsabilidad indicando su falta de 

conocimiento  de  las  tareas  que  realizaba  la  actora,  lo  cierto  es  que  el  contrato  de 

afiliación  con  la  empleadora  data  del  1/12/2007  hasta  el  momento  en  que  contestó 

demanda y a fs. 306-I/vta. la pericia técnica (pedida por la actora) indica la realización 

de cursos de capacitación a la actora sobre prevención de riesgos del trabajo específicos 

a las tareas asignadas: Técnicas de levantamiento de peso y manipulación de cargas. 

Esto implica que la ART conocía el tipo de tareas que realizaba la actora porque pudo 

constarlo en las inspecciones que debió realizar. Sin embargo, no sólo que no ofrece 

puntos de  pericia  técnica que permitan  acreditar  el  cumplimiento de  sus  deberes de 

inspección sino que además tampoco acompaña documentación que así lo indique o si 

quiera lo menciona en su responde. 

En este sentido, debe reseñarse que conforme la obligación legal impuesta a 

las aseguradoras de riesgo por la norma del artículo 4 inc. 4 de la Ley 24.557, detectado 

el factor de riesgo existentes en el establecimiento que pueda ocasionar accidentes de 

trabajo  o  enfermedades  profesionales  se  encontraba  en  cabeza  de  la  aseguradora 

demandada  controlar  el  plan  de  acción  indicado  y  proceder  a  la  denuncia  de  los 

incumplimientos a la Superintendencia de Riegos del Trabajo.  Conforme lo expresado 

precedentemente no existiendo constancias de haber realizado visitas o inspecciones que 

estaban dentro de su órbita –art. 4 LRT- su accionar negligente en el cumplimiento de la 

obligación a favor de terceros (los trabajadores) implica  la existencia de nexo causal 

entre el incumplimiento contractual y el daño pues es el incumplimiento de la ART, en 

su  obligación  de  seguridad,  la  que  da  marco  para  la  producción  del  daño  o  su 

reagravamiento.

No se  trata  que  la  ART pueda imponer  a  la  empleadora  condiciones de 

trabajo ni que pueda subrogarse en las potestades de organización y dirección de ésta. 

De lo que se trata es del incumplimiento de la funciones de recomendaciones, vigilancia 

y eventualmente denuncia que pesaban en su cabeza.

Tampoco se trata de constituir a la ART en una guardiana permanente de las 

condiciones de trabajo en el puesto, razón por la cual en general no admito la condena a 

la ART cuando el daño se produce por acontecimientos puntuales que nada tienen que 

ver con una imputación genérica de la obligación de control. Pero en el caso, el causante  

del daño es el efecto mismo del modo de realizarse la prestación del servicio en forma 

permanente que siquiera aparece como verificado por la ART en su función de seguridad 

industrial. Ello, por supuesto, no es ajeno a la ART que tiene la obligación de conocer 

los procesos de gestión de trabajo y, existiendo riesgos previsibles debió haber exigido 

que el empleador cumpliera con los parámetros de seguridad. 
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En este sentido, lo que el apelante no advierte es que su responsabilidad es 

resultado  del  contrato  celebrado entre  ésta  y  el  empleador  por  el  cual  se  establecen 

obligaciones a favor de terceros (artículo 504 del Código Civil).  De hecho tanto las 

prestaciones de conducta como las prestaciones de dar cosas o cantidades de dinero que 

establece el contrato, son obligaciones a favor de terceros. Las ART no son aseguradoras 

sino agente principal y único de pago establecido por contrato. En el caso, el contratante 

profesional no puede considerarse eximido del alea que surge de las incompatibilidades 

entre el régimen del que pretende valerse y el sistema constitucional argentino. 

Del mismo modo que la obligación de seguridad contractual que pesa sobre 

el  empleador  es  de  resultado  y  por  ende  objetiva,  la  responsabilidad  de  la  ART es 

subjetiva. No porque en los contratos se deba por culpa (se debe por el título, es decir,  

por los contenidos del contrato), sino porque la obligación asumida en la póliza (contrato 

conexo al contrato de trabajo) frente al empleador ella está definida como obligación de 

medios y en las obligaciones de medios sólo se incumple por impericia, negligencia, 

imprudencia o dolo.

En los términos del artículo 504, la responsabilidad de la ART que implica la 

culpa del deudor (la ART) en el incumplimiento de la estipulación a favor de terceros 

(los trabajadores), viene definida por el artículo 512 del Código Civil de Vélez y  “…

consiste  en  la  omisión  de  aquellas  diligencias  que  exigiere  la  naturaleza  de  la  

obligación, y que correspondiesen a las circunstancias de las personas, del tiempo y del  

lugar”.

La  norma del  artículo  1074 está  comprendida  dentro  del  capítulo  de  los 

delitos civiles, por lo que en principio corresponde su aplicación a aquellos supuestos 

comprendidos  en  el  artículo  1072,  esto  es  a  los  actos  realizados  a  sabiendas  y  con 

intención de dañar a las personas o derechos del otro, incluyendo sin  lugar a dudas tanto 

el dolo directo como el indirecto. Es más dudosa la aplicación del dolo eventual a la 

figura del delito civil. El suscripto suscribe la postura amplia, pues quien incumple a 

sabiendas la obligación y se figura la posibilidad del daño producido por la inejecución 

tiene la intención de dañar la persona o los derechos de otro aunque de manera eventual. 

Sabe la posibilidad de la existencia de dañar a otro y a sabiendas incumple la conducta 

debida. Como consecuencia de ello debe considerarse que el daño probable es querido 

en tanto consecuencia posible del ilícito cometido por omisión. Sin perjuicio de ello 

debe señalarse que prácticamente la totalidad de la doctrina admite la aplicación de la 

norma del artículo 1074 a los cuasidelitos por función analógica.

Sea por una vía o la otra, lo cierto es que la ART asume una obligación 

contractual de garantía respecto de la salud de los trabajadores que, en la medida que no 

puede disponer por sí de medidas,  reitero, no es de resultado (como es el caso de la 

obligación  de  seguridad  del  empleador)  sino  de  medios.  En  este  sentido,  el 
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incumplimiento de una obligación de causa lícita es un acto antijurídico y, como tal, 

participa de la categoría de las obligaciones que surgen de los hechos ilícitos. 

Como  en  cualquier  obligación,  la  prueba  del  cumplimiento  recae  en  el 

deudor  y  consiste  precisamente,  por  tratarse  de  una  obligación  de  medios,  en  la 

demostración de haber puesto a su alcance todas las medidas de pericia, diligencia y 

prudencia destinada a evitar la producción del ilícito. 

Contrariamente  a  lo  afirmado  en  los  agravios  no  es  el  actor  quien  debe 

demostrar el incumplimiento sino el deudor quien, demostrada la existencia de la deuda 

emergente de los contratos conexos de trabajo y riesgo de trabajo, tiene que demostrar su 

extinción (esto es el cumplimiento de la obligación de hacer encomendada). Por ello, la 

sentencia de grado debe ser confirmada.

Por  otro  lado,  la  evaluación  realizada  por  el  galeno  y  las  conclusiones 

médicas esgrimidas resultan suficientes para demostrar la presencia del agente causal de 

la incapacidad que padece la actora en el porcentaje indicado en origen. La atribución de 

causalidad al manejo de peso dentro de su ámbito laboral resulta adecuada con absoluta 

independencia de la labilidad o resiliencia del sujeto. 

Los  honorarios  regulados  en  la  anterior  instancia  a  los  profesionales 

intervinientes, resultan adecuados con relación a las tareas realizadas, su complejidad y 

la relevancia para la resolución de la causa, teniendo en cuenta las pautas del artículo 38 

LO  y  las  escalas  arancelarias  de  la  actividad  pericial,  por  lo  que  propicio  su 

confirmación.

Costas de Alzada a la  demandada vencida atento el hecho objetivo de la 

derrota (art. 68 CPCCN). Los honorarios de alzada se establecen en el 30% de lo que les 

fuera regulado en origen (artículo 30 de la ley de honorarios).

EL DOCTOR NESTOR MIGUEL RODRIGUEZ BRUNENGO manifestó: 

                    Que por análogos fundamentos adhiere al voto del Sr. Juez de Cámara 
preopinante.

                  En virtud de lo que surge del acuerdo que antecede, el TRIBUNAL 

RESUELVE: 1. Confirmar la sentencia de origen en cuanto fue materia de agravios con 

costas  de  Alzada  a  la  demandada  vencida.2.  Regular  los  honorarios  de  los  letrados 

interviniente por su intervención en la alzada en el 30% de lo que les fuera regulado por 

su actuación en la instancia anterior. Regístrese, notifíquese, cúmplase con el art. 1 de la 

ley  26.856  Acordadas   C.S.J.N.  15/13  punto  4)  y  24/13  y  devuélvase.  Con  lo  que 

terminó el acto, firmando los señores jueces por ante mí, que doy fe.  Conste que la Dra.  

Graciela Lucía Craig no vota en virtud del art. 125 de la L.O..

MMV
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Enrique Nestor Arias Gibert                        Nestor Miguel Rodríguez Brunengo

      Juez de Cámara                                                     Juez de Cámara
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